Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 18 y 5 minutos) 
Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


SEÑOR SECRETARIO.- “ Carpeta N* 1496/2009. Mensaje del Poder Ejecutivo solicitando acuerdo 
para acreditar como Embajador Extraordinario y Plenipotenciario de la República ante el Estado de 
Israel, al licenciado Bernardo Greiver (Distribuido N* 3146/2009). 


Notas de la Comisión de Asuntos Internacionales de la Cámara de Representantes 
comunicando: 


- que la ceremonia de constitución del Grupo de Amistad Interparlamentario Uruguay - 
Venezuela se realizará el próximo jueves 14 de mayo, a la hora 18:00, en la Sala 15 “Dra. Alba 
Roballo' del Edificio 'José Artigas” anexo al Palacio Legislativo. 


- y que ha resuelto constituir los Grupos de Amistad Interparlamentarios con la República 
Federal de Alemania y la República del Líbano. 


Nota de la Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes invitando a la reunión 
que celebrará esa Asesora, el próximo jueves 7 de mayo, a la hora 10, en la Sala 17 'Dra. Paulina 
Luisi”, del Edificio Anexo “José Artigas”, con la presencia de los Ministros de Relaciones Exteriores y 
Economía y Finanzas a efectos de conocer los procedimientos y alternativas de la inclusión -por corto 
período- de Uruguay en una nómina de países que no cumplen con disposiciones de la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económico. 


La Cámara de Representantes remite copia de la versión taquigráfica de las palabras 
pronunciadas por el señor Representante Víctor Semproni, referidas a la IV Conferencia Internacional 
en Apoyo de Palestina, el Símbolo de Resistencia; Gaza, las Víctimas del Crimen, celebrada en 
Teherán, República Islámica de Irán”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión tiene el agrado de recibir al señor Ministro de Relaciones 
Exteriores, doctor Gonzalo Fernández, que viene acompañado por el Director de Relaciones 
Institucionales, Embajador Carlos Orlando, y asesores. 


SEÑOR MINISTRO..- Gracias, señor Presidente. 


En realidad recibí la versión taquigráfica de las expresiones vertidas en el seno de la 
Comisión por el señor Senador Abreu en torno a ciertas dudas o interrogantes que se le planteaban a 
propósito de los tratados bilaterales de extradición con Perú y con Panamá, que entiendo están a 
consideración de esta. En tal sentido, señor Presidente, le dejaría la opción a la Comisión, porque 
puedo comenzar evacuando con carácter general los planteos que he leído en la versión taquigráfica o, 
de lo contrario, puedo aguardar a que los señores Senadores formulen las inquietudes o preguntas 
concretas que fueren del caso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si la Comisión lo entiende oportuno, le ofreceríamos la palabra al señor 
Ministro para que realice las consideraciones que estime necesarias. 


SEÑOR MINISTRO.- Sin pretender extenderme demasiado en el punto, más allá de que debo confesar 
que el tema de la extradición jurídicamente me apasiona, debo comenzar por decir que nuestra 


legislación carece de una ley nacional de extradición, como tienen muchos países. En el Derecho 
uruguayo, la extradición se regula exclusivamente por dos escuetas disposiciones del Código Penal: 
los artículos 13 y 14, el último de ellos sustituido por derogación tácita por el artículo 32 del Código de 
Procedimiento Penal. Por ende, en las últimas décadas el Uruguay ha procurado ir suscribiendo 
tratados bilaterales de extradición, que siempre, más allá de sus diferencias, contienen una regulación 
normativa más amplia y más detallada que los dos artículos aislados de la ley interna que acabo de 
referir. 


En segundo lugar, debo decir que ese ha sido el procedimiento o práctica habitual -me refiero 
a la suscripción de tratados bilaterales de extradición- por cuanto en toda la historia fracasaron las 
convenciones americanas o interamericanas, es decir, los convenios multilaterales de extradición. En 
concreto, la posibilidad de que hubiera un tratado modelo fracasó porque nunca se consiguió, para 
ninguna de estas convenciones -la última, si mal no recuerdo, es de la OEA y data de los años 80- el 
número suficiente de ratificaciones. De modo que estamos hablando de tratados o convenciones que 
jamás entraron en vigor. 


En tercer lugar debo decir que los tratados bilaterales de extradición son diferentes entre sí. 
Estoy al tanto de la preocupación del señor Senador Abreu y, efectivamente, los tratados bilaterales 
difieren dependiendo de cada país. Insisto: esta situación le sucede a cualquier país que salga a 
negociar tratos bilaterales, dado que no existe un modelo único o universal. 


De todas maneras hay principios centrales que en ambos tratados que están a vuestra 
consideración -los de Panamá y Perú- se respetan. La historia de la extradición nos muestra un 
instituto que nació bajo el velo de la sospecha y, por consiguiente, siempre se procuró dotarla de 
garantías, restricciones y límites para que no pudiera ser empleada como un instrumento de 
persecución de personas. Fundamentalmente por ello, en todo tratado de extradición se contempla la 
llamada excepción política, esto es, la prohibición de extraditar por delitos políticos. 


Los tratados que están a consideración de la Comisión y que fueron enviados por el Poder 
Ejecutivo -uno de ellos por el entonces Canciller Gargano y el otro por quien habla- contemplan los 
requisitos esenciales de todo tratado de extradición garantista, por decirlo de alguna manera. 


Debemos tener en cuenta, en primer lugar, el hecho de que el Estado requirente, o sea el 
que demanda la extradición, tenga jurisdicción internacional para juzgar el caso y a la persona a la cual 
demanda. En segundo término, el llamado principio de doble incriminación o doble identidad, es decir 
que el hecho por el cual se requiere a la persona constituya un delito para la legislación de ambos 
países, tanto para la del Estado requirente cuanto para la del Estado requerido. En tercer lugar, la 
excepción política, que es histórica y tradicional; esto es, la prohibición de extraditar a personas por 
motivos políticos. En cuarto término, la excepción de la excepción, es decir, la interpretación de que los 
actos terroristas no constituyen delitos políticos. Desde luego, no se deben perder de vista otras 
normas como, por ejemplo, que no se admite extraditar por delitos que han prescripto, que han sido 
amnistiados o indultados. En lugar del viejo sistema de listas que empleaban los tratados del Siglo XIX 
para permitir la extradición, que enunciaban los delitos por los cuales se llegaba a extraditar, se 
mantiene el criterio general de gravedad de la pena estableciendo que no puede demandarse la 
extradición por un delito de pena menor o insignificante, sino que tiene que estar sancionado con una 
pena superior a los dos años que es, de algún modo, el criterio universal. Y cuando se trata de delitos 
de personas que ya fueron juzgadas y condenadas y luego escaparon, debe quedarles un saldo de 
pena a cumplir de un año, en algunos casos hasta de seis meses. 


Si interpreté adecuadamente las dudas planteadas en Sala por el señor Senador Abreu -de lo 
contrario, pido que me lo aclare- éstas tienen que ver con una opinión personal que formulé a 
instancias del señor Senador Gargano en el año 1996, a propósito del Tratado Bilateral de Extradición 
con España y, específicamente, sobre la valoración de qué es delito político. Al respecto, quisiera 
explicar un par de aspectos que resultan centrales. 


En primer lugar, al suscribir tratados bilaterales de extradición tenemos que ser muy 
cuidadosos, porque la historia enseña que tienen una vida muy larga, mucho más larga, a veces, que 
las propias leyes. De hecho, nosotros tenemos múltiples tratados bilaterales que datan del siglo XIX y 


todavía están en vigor. Entonces, tenemos que proyectarnos y cuidarnos mucho, porque no sabemos si 
en el decurso de tanto tiempo, dentro de cincuenta años, por ejemplo, un país que hoy es una 
democracia perfecta y sólida no puede convertirse en una nación sometida a un régimen totalitario. Es 
por esa razón que el Uruguay tiene que establecer muchas garantías. 


En segundo término -creo que aquí está la clave fundamental- la interpretación que se hace 
del instituto de la extradición es bastante diferente entre los especialistas de Derecho Internacional 
Privado -los llamados “jusprivatistas”- y los de Derecho Penal, es decir, los penalistas. Los penalistas, 
quizá por deformación profesional, tenemos la preocupación de las garantías: somos restrictivos, 
queremos imponer las máximas garantías que se tengan sobre la base de pensar que el proceso de 
extradición es nada más que un proceso penal transnacional, y trasladamos a la interpretación de los 
institutos de extradición los criterios rígidos con los que se maneja e interpreta el Derecho Penal, que 
son por todos conocidos. No obstante ello, debo reconocer que en buena medida hemos perdido la 
partida, porque a lo largo de la última década ganó terreno la concepción de que la extradición es un 
acto de cooperación penal internacional -un acto de cooperación interetático- y, por ende, se debe ser 
amplio y flexible -por no decir más permisivo- en la interpretación de los tratados. Creo que el ejemplo 
más elocuente de este proceso que se está viviendo se manifiesta en el seno de la Unión Europea, 
donde hoy existe la orden de detención europea que hace las veces de extradición. 


Como jurista y penalista, sigo pensando lo mismo que sostenía en 1996, más allá de que 
debo rendirme ante la realidad. En lo personal -voy a citar un caso que seguramente el señor Senador 
Abreu conoce muy bien y que es de otra materia- siempre pensé que la correcta interpretación de la 
expresión “prescripción de la responsabilidad extracontractual” era el emplazamiento debidamente 
notificado dentro de los cuatro años, y así lo seguí sosteniendo aun cuando durante muchos años la 
Suprema Corte de Justicia mantuvo otro criterio, entendiendo que bastaba con el dictado del auto de 
emplazamiento y que no era necesaria la notificación. Pero uno tiene que rendirse ante la realidad. 


Con relación al tema específico del delito político -que tanto preocupa al señor Presidente- 
quiero decir que es de difícil definición. Históricamente se han empleado dos criterios para definirlo. 
Uno de ellos es el criterio objetivo, que determina el delito político como aquel que lesiona un bien 
jurídico de naturaleza política. En ese sentido, si nos atenemos a la legislación penal uruguaya, sólo 
serían delitos políticos aquellos contra el orden político interno o los de lesa nación, mientras que todos 
los demás serían considerados delitos comunes. 


Por su parte, el criterio contrapuesto es el subjetivo, que establece que lo que determina el 
carácter político o no del delito es el móvil con el que se comete. Por ejemplo, si una persona 
integrante de una organización política comete un delito para obtener dinero -llámese hurto, 
apropiación indebida, rapiña o delito contra la propiedad- nunca podrá ser considerado “político” desde 
el punto de vista objetivo, pero sí desde el punto de vista del móvil subjetivo. En lo personal, siempre 
me ha parecido -tanto en el año 1996 como en la actualidad- que el criterio más garantista es el de tipo 
subjetivo, o sea, el criterio del móvil, que desde luego no es invención de este Ministro sino que ha sido 
recogido en alguna oportunidad por la legislación nacional. Me refiero, por ejemplo, a la Ley de 
Pacificación Nacional y, de algún modo, también a la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del 
Estado. Pero quisiera rescatar, fundamentalmente, la visión pionera de Irureta Goyena cuando en el 
año 1933, al redactar el Código Penal, estableció como excepción no solo los delitos políticos -que, 
obviamente, no pudo definir- sino también los delitos comunes conexos con delitos políticos; incluso, 
agregó -y esto demuestra cuán grande era su preocupación- una tercera categoría: la prohibición de 
extraditar por delitos comunes cuya persecución -en el Código se habla de “represión”- obedezca a 
finalidad política. ¿Por qué? Porque siempre, históricamente, los juristas hemos tenido que la 
extradición se convierte en un instituto empleado para perseguir a opositores o disidentes políticos. 


Creo que de esta manera -salvo mejor opinión- quedarían suficientemente aclarados los 
planteos realizados por el señor Senador Abreu. Sin perjuicio de ello, estoy dispuesto a evacuar 
cuantas consultas quieran realizar, tanto él como los demás distinguidos miembros de esta Comisión. 


SEÑOR ABREU..- Ante todo, agradezco al señor Ministro y a quienes lo acompañan su comparecencia 
ante esta Comisión, que -bueno es recordarlo- se produce a instancias del propio titular, a fin de 


intercambiar ideas sobre estos temas, cuya importancia y evolución en el ámbito del Derecho 
Internacional todos conocemos. 


Más allá de los aspectos relacionados con la especialización del Derecho Penal, sabemos 
que el Derecho Internacional tiene como fuente la costumbre; este es un tema que va avanzando y, por 
la propia dinámica de la costumbre, quizás a veces tenga cierta preeminencia sobre algunas 
interpretaciones de otras especializaciones. 


Nuestra preocupación se relaciona con los criterios que el señor Canciller ha planteado. 
Como se sabe, el Uruguay no tiene una ley de carácter general, por lo que queda sujeto a cada una de 
las negociaciones que realizan en los tratados bilaterales. Ahora bien, estos tratados no son el 
resultado exclusivo de la voluntad de un Estado, sino de dos de ellos, y como ocurre en toda 
negociación de carácter internacional, a veces se contraponen criterios distintos. Generalmente, en 
esas normas obligatorias para dos países se trata de encontrar insatisfacciones compartidas por 
ambos, dentro del margen de flexibilidad que pueda tener un Estado en lo que respecta a sus 
principios básicos de defensa de lo que ha sido su tradición. 


Sin duda, todo lo que muy bien sostiene el señor Ministro, ha tenido una evolución. 
Recordemos que, en materia de tratados de extradición, durante mucho tiempo se utilizaron las listas, 
en este caso las listas de delitos o listas negativas; quiere decir que de alguna forma se definía qué 
delitos y qué tipificaciones podían ser objeto de extradición. Después, claramente todo eso comenzó a 
tener una evolución hacia algo muy distinto, llegándose a los criterios objetivos y subjetivos, de los que 
el señor Ministro ha hablado con mucha propiedad. 


En ese ámbito está avanzando enormemente el criterio objetivo, en la medida en que 
actualmente la internacionalización o los aspectos internacionales de los delitos a veces hacen difícil la 
separación de los aspectos políticos, por lo que se trata de restringir esta subjetividad para poder 
perseguirlos en la comunidad internacional. 


Con respecto a los criterios objetivos -que el señor Canciller ha explicado de manera muy 
clara- la Comunidad Europea ha hecho avances muy importantes, actuando de manera muy categórica 
en el tema. Es más, diría que es casi restrictiva. El Convenio Europeo de Extradición, del año 1996, da 
muy poco margen. En el numeral 1 del artículo 5 de dicho Convenio, se establece lo siguiente: “A 
efectos de la aplicación del presente Convenio, el Estado miembro requerido no concederá a ningún 
delito la consideración de delito político, de delito relacionado con un delito político o de delito inspirado 
por móviles políticos”. Es decir que siguiendo el criterio objetivo, la extradición que se requiere en 
función de un delito prevalece sobre el delito, y para poder concederla comienza a restringirse en forma 
importantísima la subjetividad. Esto, obviamente, influye en los Estados y, de alguna manera, también 
ha venido restringiendo su capacidad de aplicación de los tratados. 


Como bien señaló el señor Canciller, nosotros manejábamos determinado criterio con el 
Tratado de Extradición entre la República Oriental del Uruguay y el Reino de España, que era más 
objetivo. En esa oportunidad, en el informe que elevó el ahora responsable de la Cartera -que en ese 
momento era asesor del señor Senador Gargano y de su partido- hacía mención a la necesidad de 
tener un criterio más subjetivo, porque era más conveniente. Lo que existe ahora no es simplemente un 
cambio de posición que uno pueda pensar que se debe a una evolución que se produce en función de 
la realidad internacional. Concretamente, en los tratados de Panamá y Perú se vislumbran aspectos 
cercanos a los criterios objetivos y Uruguay comienza a incorporarse porque es parte de la dinámica de 
las negociaciones de carácter bilateral. 


Ahora bien, este tema tiene aspectos que queríamos compartir con el señor Canciller aun 
sabiendo que coincidimos en la evolución que ha tenido. Creo que quizás no se trate tanto de un 
distanciamiento entre el Derecho Internacional Penal y el Derecho Penal o el Derecho Internacional 
Privado, sino de cómo se va ajustando la legislación interna de cada país en estos temas. Pienso que, 
además, tal como lo ha señalado el señor Canciller, en nuestro Derecho Penal interno ha operado una 
contramarcha con relación al criterio objetivo. Quizás esta no sea una interpretación para discutir con la 
Cátedra, sino que lo menciono simplemente a modo de licencia de carácter jurídico. 


Nuestra preocupación está centrada en dos aspectos. En primer lugar, nos inquieta la 
definición del criterio que Uruguay va a sostener en forma permanente respecto de las negociaciones. 
Una cosa es ir a negociar y tener que realizar determinada concesión, y otra es tener ya un criterio 
definido con el cual planteamos de antemano nuestra posición en ciertos aspectos. A mi juicio, no sólo 
deberíamos tener en cuenta los criterios objetivos y subjetivos, sino también hacer hincapié 
fundamentalmente en lo que tiene que ver con la extradición de nacionales, así como en la extradición 
de solicitudes concurrentes de países. Planteo esto porque puede suceder -y ha sucedido- que varios 
países requieran la extradición de alguien que ha cometido un delito, en cuyo caso tendremos que ver 
qué prevalece. 


En cuanto al tema de los nacionales, debemos decir que es bastante sensible porque los 
países tienen criterios diversos. En el MERCOSUR, Brasil obviamente adopta criterios muy restrictivos 
en esta materia y, en tal sentido, ya tenemos una visión distinta al respecto. Quizás el Uruguay tendría 
que ver de qué manera se puede sustraer a este requerimiento; incluso, me viene a la mente la 
extradición de algunos militares a Chile -aunque no tiene nada que ver con los temas políticos- a la que 
el propio señor Senador Fernández Huidobro se opuso, entre otras cosas, seguramente fundado en 
algún criterio de esta naturaleza por no tener, desde el punto de vista del Derecho Internacional, una 
contrapartida adecuada de los países en cuanto a sus criterios para extraditar nacionales. Traigo esto a 
colación pero nada tiene que ver con el tema político; simplemente, mi preocupación es por los 
nacionales y por los concurrentes. 


Lo que quiero conocer, porque me preocupa, es el criterio o la idea que la Cancillería tiene a la 
luz de estas nuevas obligaciones que se asumen en los tratados de Panamá y de Perú respecto de su 
posicionamiento en materia de extradición y, particularmente, el criterio vinculado a la extradición de 
nacionales y de aquellos requeridos por los países concurrentes. 


Quiero agradecer nuevamente al señor Ministro por su disposición y por su capacidad de 
tomar tiempo, entre otras cosas, para conversar sobre estos temas que para algunos pueden resultar 
algo aburridos pero para nosotros son como licencias para el espíritu, después de tantas luchas en la 
vida. 


SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto voy a responder ambas preguntas, aunque quisiera hacer una 
aclaración previa. Yo sigo pensando -y seguiré haciéndolo- que el criterio más garantista es el 
subjetivo, no el objetivo, y no hay ninguna contradicción entre mi pensamiento de hoy, el que tenía en 
el año 1996 e, incluso, el de antes; hay, sí, como he dicho, una constatación de la realidad, y es que 
hoy, cuando todos los países encaran negociaciones de extradición, en lo que dice relación a la 
determinación del delito político se atienen a este criterio objetivo y se preocupan fundamentalmente - 
con esto respondo ya a la primera pregunta- por distinguir con claridad lo que no es delito político -y 
esa va a ser la línea de la Cancillería- es decir, los actos terroristas que nunca fueron amparados por la 
excepción política en materia de extradición. Debo decir que no participé en la negociación de estos 
dos tratados, aunque alcancé a firmar, como Ministro, el Mensaje en uno de ellos. De todas formas, la 
posición de la Cancillería en los futuros tratados que se negocien -en este momento no hay ninguno en 
curso- va a ser la de atenerse al criterio objetivo, porque es el que impera ampliamente y, en caso de 
querer hacer valer un estricto criterio subjetivo, probablemente ningún país querría acordar un tratado 
de ese tenor. 


En segundo lugar, está el tema del principio de no entrega de los nacionales. En ese sentido, 
el señor Senador Abreu mencionó -y tiene razón- que Brasil, por ejemplo, lo tiene prohibido por una 
cláusula de un artículo de su Constitución. El principio de no entrega de nacionales a lo largo de la 
historia ha venido en franco retroceso y, actualmente, casi todos los países entregan a sus propios 
nacionales. El Uruguay tiene permitida la entrega de nacionales desde el Código Penal de 1934 para 
aquellos casos en que no hay convenio y en varios tratados bilaterales de extradición en los que nunca 
se hizo cuestión de dicha entrega. 


Simplemente, como el señor Senador bien lo sabe, en materia de extradición impera el 
principio de reciprocidad; vale decir que cuando Uruguay, en el futuro, vaya a concertar un tratado 
bilateral con un Estado que no entrega a sus nacionales por razones de prohibición constitucional, legal 
o por Derecho consuetudinario, tampoco entregará a los propios. 


Me permito volver a subrayar que el principio de la no entrega de nacionales en la evolución 
histórica del instituto de la extradición está en franco retroceso, y son muy pocos los Estados que se 
atienen a eso; sí quedan algunos viejos tratados bilaterales, como el Tratado de Extradición con Italia, 
de 1879, que todos conocen y que por razones obvias es un buen ejemplo, así como los tratados del 
siglo XIX que prohibían la extradición de nacionales. Allí impera la reciprocidad y la obligación 
consecuente de establecer que aquel país que no entrega a sus nacionales, está obligado a juzgarlos 
ante los tribunales locales. 


En cuanto al segundo tema planteado por el señor Senador con respecto a las solicitudes 
concurrentes de extradición, quiero decir que, en realidad, es un tema más de hipótesis que de 
vigencia práctica. Nunca he visto muchos casos de solicitudes concurrentes. Es preferible, aunque a 
veces podrá darse y otras no, el viejo principio de que quien primero la solicita tiene el mejor derecho, 
“prior in tempore, potior in jure”, según el aforismo latino. Lo normal en solicitudes concurrentes es que 
se privilegie a la demanda que se recibió primero, sin perjuicio de que, si hubiera alguna causa 
nacional pendiente, la extradición siempre va a tener que diferirse hasta que concluya la causa 
nacional ante el Estado requerido. 


SEÑOR ABREU..- Es muy importante la respuesta, porque por razones obvias estamos al tanto de este 
tema e, incluso, hemos estudiado los distintos tratados que existen, que no permiten o prohíben la 
extradición de nacionales como, por ejemplo, el de Estados Unidos, el de Chile, el de Perú o el de 
España. Hay distintos modelos que, como ha dicho muy bien el señor Canciller, evolucionan hacia una 
restricción aunque, a veces, en los tratados de extradición existe la voluntad del Estado requerido de 
recurrir al sistema facultativo, lo que partiría de una tradición. En realidad, las posiciones negociadoras 
básicas a utilizar, a nuestro juicio, son: primero, acompañar la evolución del Derecho Internacional en 
materia de utilización del criterio de la gravedad de la pena; segundo, acompañar el criterio de restringir 
la excepción de extradición para los delitos políticos o conexos para los casos en que estos estén 
vinculados a delitos comunes de excepcional gravedad, adoptando al respecto el criterio objetivo; y, 
tercero, establecer a priori la imposibilidad de extraditar nacionales asegurando, en lo posible, que en 
tales o cuales casos sean juzgados por los Jueces locales para evitar la impunidad. No es cuestión de 
decir “no voy a extraditar” simplemente para garantizar la impunidad del nacional que no es extraditado 
o establecer un mismo criterio para los casos de solicitudes concurrentes para que exista 
homogeneidad en la materia. 


Estos son los temas que quiero plantear como ideas y reflexiones de las eventuales 
posiciones negociadoras y, de ese abanico, el Uruguay puede elegir cuáles son los asuntos a priorizar. 


Las explicaciones y la exposición del señor Canciller han sido muy claras más allá de su 
posición sobre los criterios subjetivos. En realidad, el motivo de nuestra preocupación es que los 
hechos y las circunstancias van avanzando; por lo tanto, a veces, los criterios personales que podamos 
tener quedan limitados por la propia realidad o la posibilidad que el país tenga de imponerlos. 


Quiero trasmitir a la Cancillería estas ideas finales para poder avanzar, de alguna forma, en 
criterios que nos permitan trabajar con una fuerte homogeneidad en el futuro. Agradezco nuevamente 
al señor Ministro y a sus asesores los aportes realizados. 


SEÑOR MINISTRO.- Comparto los grandes lineamientos de extradición que el señor Senador formula 
como criterios a sostener en las futuras negociaciones, salvo en el tema del principio de no entrega de 
nacionales. Al respecto, insisto en que en los últimos años la evolución y la corriente va en sentido 
contrario. Si el Uruguay hoy reivindicara el principio de no entrega de sus nacionales, estaría 
retrotrayéndose a una posición que estaba vigente en el siglo XIX pero que, a nivel de Derecho interno, 
fue abolida por el Código de 1934. El doctor Irureta Goyena previó a texto expreso en dos artículos la 
entrega de nacionales. Como comentario, puedo decir que más que negarse a entregar nacionales, 
que hasta podría significar un acto que dé lugar a la sospecha de desconfianza hacia el Estado 
requirente y podría generar disturbios o malestares en la relación bilateral, es mucho más importante 
suscribir una convención, y estoy muy próximo y proclive a hacerlo. Existe una convención 
interamericana de traslado de condenados, para que la persona, una vez juzgada y penada en el 
extranjero, pueda retornar al país para cumplir allí la pena, cerca de su núcleo familiar, de sus amigos y 
de su gente. Al respecto hay un tratado modelo de extradición elaborado hace muchos años por las 


Naciones Unidas y, como acabo de decir, una convención interamericana sobre traslado de 
condenados que Uruguay no ratificó, pero que yo estoy muy proclive a ratificar. Precisamente, ahora 
hay un pedido concreto de España para llegar a un tratado bilateral de traslado de condenados. 


SEÑOR ABREU.- Quiero hacer alguna referencia en sintonía con lo que viene expresando el señor 
Canciller sobre el tema. En realidad, nuestra posición sobre la extradición de los nacionales se rige por 
las normas y tratados que nosotros asumimos. El MERCOSUR tiene una norma clara -con excepción 
de Brasil, que antepone, como decía el señor Canciller, la norma constitucional- que no permite que los 
países denieguen la extradición de nacionales amparándose en la nacionalidad. Sí es importante lo 
que dice el señor Canciller en cuanto a que habría que ver de qué forma eso se puede complementar 
para que, inclusive, algunos de los delincuentes que están en el exterior puedan ser convocados o 
trasladados aquí para que continúen cumpliendo la pena y, entre otras cosas, se ajusten a la propia 
sociedad. Ahora los nacionales son un poco menos pero, durante mucho tiempo, eran una especie de 
símbolo de la soberanía y, a veces, eso era lo que exacerbaba aquella élite. En este ámbito 
internacional de la comisión de delitos, el nacional tiene que estar sujeto a la jurisdicción que lo 
reclama dentro del principio de reciprocidad que mencionó el señor Canciller y a la forma en que nos 
podemos manejar. Aunque parezca lateral, este tema es muy importante, y de ello estamos 
convencidos quienes hemos vivido algunos casos de extradición, de un lado y del otro, en otros 
tiempos. Nuestras Cancillerías van a tener mucho trabajo en la materia, porque el Derecho 
Internacional es tan dinámico que, sin duda, siempre va a haber situaciones de esa naturaleza. 


En definitiva, pienso que lo importante es tratar de definir estos temas, y ese fue el motivo de 
la invitación que formulamos al señor Canciller y de nuestros comentarios aquí en la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de finalizar esta reunión, quiero recordar a los miembros de la Comisión 
-porque no todos estaban presentes al comienzo- que los asuntos entrados que quedaron pendientes 
serán repartidos para su consideración en próximas sesiones. 


Por otra parte, quiero informar que el jueves 14, a la hora 18, se constituirá el Grupo de 
Amistad con Venezuela, en una reunión que se llevará a cabo en la Sala 15 del Edificio Anexo del 
Poder Legislativo. 


Por último, quiero agradecer al señor Canciller y a sus asesores por su presencia y por la 
información brindada, así como por esta verdadera lección que quienes no tenemos formación jurídica 
hemos recibido. 


SEÑOR MINISTRO.- En nombre de mis asesores y en el mío propio, quiero agradecer a los señores 
Senadores por habernos recibido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 18 y 46 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


